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Tres. De conformidad con lo dispuesto en el artículo l.° del 
Real Decreto 1167/1978, de 2 de mayo, para tener derecho al 
disfrute de estos beneficios, en el caso de que la Empresa 
«Explotaciones de Pizarras, Sociedad Limitada» (EXPIZ). se 
dedique al ejercicio de otras actividades no mineras o correspon­
dientes a recursos no declarados prioritarios en el plan de abas­
tecimiento de materias primas minerales, aprobado por el Real 
Decreto 890/1979, de 16 de marzo, deberá llevar contabilidad 
separada de la actividad minera, distinguiendo además, en su 
caso, la relativa a los recursos prioritarios.

Segundo.—Los beneficios fiscales que se conceden a la Em­
presa «Explotaciones de Pizarras, Sociedad Limitada» (EXPIZ), 
son de aplicación de modo exclusivo en la cantera «El Losadal» 
y en el permiso de invetigación «Santa Lucía» número 13.852.

Tercero.—El incumplimiento de cualquiera de las obligacio­
nes que asume la Empresa beneficiaria dará lugar a la pri­
vación de los beneficios concedidos y al abono o reintegro, en su 
caso, de los impuestos bonificados.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 19 de febrero de 1980.—P. D., el Subsecretario de 

Hacienda, Carlos García de Vinuesa y Zabala.

Ilmo. Sr. Subsecretario de Hacienda.

8020 ORDEN de 19 de febrero de 1980 por la que se con­
ceden a la Empresa «Fábrica de Pizarras Mor- 
meau-Casayo, S. A.» (CAPIMOR), los beneficios es­
tablecidos en la Ley 6/1977, de 4 de enero, de 
Fomento de la Minería.

Ilmo. Sr.: Visto el escrito de la Empresa «Fábrica de Pizarras 
Mormeau-Casayo, S. A.» (CAPIMOR), con domicilio en Barco 
de Valdeorras (Orense), en el que solicita los beneficios preve­
nidos en la Ley de Fomento de la Minería y visto el preceptivo 
informe del Ministerio de Industria y Energía en relación con la 
indicada solicitud.

Este Ministerio, de conformidad con lo establecido en la Ley 
6/1977, de 4 de enero, de Fomento de la Minería, Real Decreto 
890/1979, de 18 de marzo, sobre relación de materias primas 
minerales y actividades con ellas relacionadas, declaradas prio­
ritarias, Real Decreto 1187/1978, de 2 de mayo, por el que se 
desarrolla el título III, capítulo II de la citada Ley, Disposición 
Transitoria Primera A) de la Ley 44/1978, de 8 de septiembre 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y con. la 
propuesta formulada por la Dirección General de Tributos, ha 
tenido a bien disponer:

Primero.—Uno. Con arreglo a lo previsto en el artículo 3.° 
del Real Decreto 1167/1978, de 2 de mayo, se otorgan a la Em­
presa «Fábrica de Pizarras Mormeau-Casayo, S. A.» (CAPIMOR), 
y en relación con sus actividades de exploración, investigación, 
explotación, tratamiento y beneficio en el interior de pizarra, 
los siguientes beneficios fiscales:

A) Reducción del 95 por 100 de la cuota de licencia fiscal 
del Impuesto Industrial durante el período de instalación.

B) Reducción del 95 por 100 del/ Impuesto General sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, 
Se reducirá la base en los términos establecidos en el número 3. 
del artículo 66 del texto refundido aprobado por Decreto 1018/ 
1967, de 6 de abril.

C) Reducción del 05 por 100 de los derechos arancelarios, 
Impuesto General sobre el Tráfico de las Empresas e Impuesto 
de Compensación de Gravámenes Interiores que graven la im­
portación de bienes de equipo y utillaje, cuando no se fabriquen 
en España. Este beneficio podrá hacerse extensivo a los mate­
riales y productos que, no produciéndose en España, se importen 
para su incorporación a bienes de equipo de fabricación nacio­
nal. La importación requerirá certificado del Ministerio de In­
dustria y Energía acreditativo de que dichos bienes no se pro­
ducen en España y de que .los proyectos técnicos que exigen la 
importación de los mismos no pueden sustituirse en condiciones 
apropiadas de economía y tiempo, por otros en que la partici­
pación de elementos extranjeros sea menor.

Dos. Los beneficios fiscales anteriormente relacionados que 
no tengan señalado plazo especial de duración, se entienden con­
cedidos por el periodo de cinco años a partir de la fecha de 
publicación de la presente Orden. No obstante, para la reduc­
ción a que se refiere la letra C), el indicado plazo de disfrute 
se contará, en su caso a partir del primer despacho provisional 
que conceda la Dirección General de Aduanas e Impuestos Es­
peciales, de acuerdo con lo previsto en la Orden de 4 de marzo 
de 1976.

Tres. De conformidad con lo dispuesto en el artículo primero 
del Real Decreto 1167/1978, de 2 de mayo, para tener derecho al 
disfrute de estos beneficios, en el caso de que la Empresa 
«Fábrica de Pizarras Mormeau-Casayo, S. A.» (CAPIMOR), se 
dedique al ejercicio de otras actividades no mineras o correspon­
dientes a recursos no declarados prioritarios en el plan de 
abastecimiento de materias primas minerales, aprobado por el 
Real Decreto 890/1979, de 16 de marzo, deberá llevar contabili­

dad separada de la actividad minera, distinguiendo además, en 
su caso, la relativa a los recursos prioritarios.

Segundo.—Los beneficios fiscales que se conceden a la Em­
presa «Fábrica de Pizarras Mormeau-Casayo, S. A.» (CAPIMOR), 
son de aplicación de modo exclusivo a las canteras «Beda» y 
«Perón», inscritas provisionalmente en el Registro Industrial de 
la provincia de Orense con los números 32/06583 y 32/96584, 
respectivamente.

Tercero.—El incumplimiento de cualquiera de las obligacio­
nes que asume la Empresa beneficiaría dará lugar a la priva­
ción de los beneficios concedidos y al abono o reintegro, en su 
caso, de los impuestos bonificados.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 19 de febrero de 1980.—P. D., el Subsecretario de 

Hacienda, Carlos García de Vinuesa y Zabala.

limo. Sr. Subsecretario de Hacienda.

8021 ORDEN de 19 de febrero de 1980 por la que se' 

conceden a la Empresa «Leoncio Fernández Tato» 
los beneficios establecidos en la Ley 6/1977, de 4 
de enero, de Fomento de la Minería.

Ilmo. Sr.: Visto el escrito de la Empresa «Leoncio Fernández 
Tato» con domicilio en Ponferrada (León), en el que solicita los 
beneficios prevenidos en la Ley de Fomento de la Minería y 
visto el preceptivo informe del Ministerio de Industria y Energía 
en relación con la indicada solicitud.

Este Ministerio, de conformidad con lo establecido en la Ley 
6/1977, de 4 de enero, de Fomento de la Minería, Real Decreto 
890/1979, de 16 de marzo, sobre relación de materias primas 
minerales y actividades con ellas relacionadas, declaradas prio­
ritarias, Real Decreto 1167/1978, de 2 de mayo, por el que se 
desarrolla el título III, capítulo II de la citada Ley, disposición 
transitoria primera A) de la Ley 44/1978, de 8 de septiembre, del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y con la pro­
puesta formulada por la Dirección General de Tributos, ha 
tenido a bien disponer:

Primero.—Uno. Con arreglo a lo previsto en el artículo 3.° del 
Real Decreto 1167/1978, de 2 de mayo, se otorgan a la Empresa 
«Leoncio Fernández Tato», y en relación con sus actividades 

de exploración, investigación, explotación, tratamiento y beneficio 
en el interior de pizarra, los siguientes beneficios fiscales:

A) Reducción del 95 por 100 de la cuota de licencia fiscal 
del Impuesto Industrial durante el período de instalación.

B) Reducción del 95 por 100 del Impuesto General sobre 
Tansmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados. 
Se reducirá la base en los términos establecidos en el número 3 
del artículo 66 del texto refundido aprobado por Decreto 1018/ 
1907, de 6 de abril.

C) Reducción del 95 por 100 de los derechos arancelarios, 
Impuesto General sobre el Tráfico de las Empresas e Impuesto 
de Compensación de Gravámenes Interiores que graven la im­
portación de bienes de equipo y utillaje, cuando no se fabriquen 
en España. Este beneficio podrá hacerse extensivo a los materia­
les y productos que, no produciéndose en España, se importen 
para su incorporación a bienes de equipo de fabricación na­
cional. La importación requerirá certificado del Ministerio de 
Industria y Energía acreditativo de que dichos bienes no se 
producen en España y de que los proyectos técnicos que exigen 
la importación de los mismos no pueden sustituirse en condi­
ciones apropiadas de economía y tiempo, por otros en que la 
participación de elementos extranjeros sea menor.

Dos. Los beneficios fiscales anteriormente relacionados que 
no tengan señalado plazo especial de duración, se entienden 
concedidos por el período de cinco años a partir de la fecha de 
publicación de la presente Orden. No obstante, para reducción 
a que se refiere la letra C), el indicado plazo de disfrute se 
contará, en su caso, a partir del primer despacho provisional 
que conceda la Dirección General de Aduanas e Impuestos 
Especiales, de acuerdo con lo previsto en la Orden de 4 de 
marzo de 1970.

Tres. De conformidad con lo dispuesto en el artículo l.° 
del Real Decreto 1167/1978, de 2 de mayo, para tener dere­
cho al disfrute de estos beneficios, en el caso de que la Em­
presa «Leoncio Fernández Tato», se dedique al ejercicio de otras 
actividades no mineras o correspondientes a recursos no decla­
rados prioritarios en el plan de abastecimiento de materias 
primas minerales, aprobado por el Real Decreto 890/1979, de 18 
de marzo, deberá llevar contabilidad separada de la actividad 
minera, distinguiendo además, en su caso, la relativa a los 
recursos prioritarios.

Segundo.—Los beneficios fiscales que se conceden a la Em­
presa «Leoncio Fernández Tato», son de aplicación de modo 
exclusivo a la cantera «Lavandeira» y a su taller de elaboración, 
inscritos provisionalmente en el Registro Industrial de la provin­
cia de Orense con los números 32/06885 y 32/06886, respectiva­
mente.



Tercero.—El incumplimiento de cualquiera de las obligaciones 
que asume la Empresa beneficiaría dará lugar a la privación 
de los beneficios concedidos y al abono o reintregro, en su caso, 
de los impuestos bonificados.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos. 
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 19 de febrero de 1980.—P. D., el Subsecretario de 

Hacienda, Carlos García de Vinuesa y Zabala.

limo. Sr. Subsecretario de Hacienda.

8022 ORDEN de 28 de febrero de 1980 por la que se 
dispone el cumplimiento de la sentencia dictada 
por la Sala Quinta del Tribunal Supremo en el re­
curso contencioso-administrativo número 508.094.

limo. Sr.,: En el recurso contencioso-administrativo número 
508.094, seguido por la Sala Quinta del Tribunal Supremo, pro­
movido por don Gcnzalo Alonso Castell contra la Administra­
ción. representada y defendida por el señor Abogado del Estado, 
en impugnación del . Decreto 131/1976, de 9 de enero, que modi­
ficó el régimen de complementos del personal al servicio de la 
Administración de Justicia, ha dictado sentencia la mencionada 
Sala con fecha 17 de enero de 1980, cuya parte dispositiva es 
como sigue:

«Fallamos: Que declaramos la inadmisibilidad del recurso 
contencioso-administrativo interpuesto por don Gonzalo Alonso 
Castell, Auxiliar de Justicia Municipal, en relación con el De­
creto ciento treintá y uno/mil novecientos setenta y seis, con 
la pretensión procesal de que se modifique, así como la Orden 
de cinco de febrero y Real Decreto de treinta y uno de diciem­
bre del mismo año mil novecientos setenta y seis; sin entrar en 
consecuencia en el examen del fondo del recurso ni hacer ex­
presa imposición de las costas procesales a ninguna de las par­
tes litigantes.

-Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, lo pronunciamos, mandamos y firmamos: Luis Vacas, 
Alfonso Algara, Víctor Serván, Angel Falcón y Miguel de Pá­
ramo (rubricados).

Publicación.—Leída y publicada fue la anterior sentencia 
por el excelentísimo señor Magistrado Ponente de la misma, 
don Angel Falcón García, en el día de su fecha, estando cele­
brando Audiencia Pública la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
de lo que certifico: María del Pilar Heredero (rubricado).»

En su virtud, este Ministerio, dé conformidad con lo esta­
blecido en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso- 
Administrativa, de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que 
se cumpla en sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a V. I. para su conocimiento y demás efectos.
Dios guarde a V. I.
Madrid, 28 de febrero de 1980.—P. D., el Director general 

de Presupuestos, Angel Marrón Gómez.

limo. Sr. Director general de Presupuestos.

8023 ORDEN de 28 de febrero de 1980 por la que se 
dispone el cumplimiento de la sentencia dictada por 
la Sala Quinta del Tribunal Supremo en el recur­
so contencioso-administrativo número 508.234.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo número 
508.234, seguido por la Sala Quinta del Tribunal Supremo, pro­
movido por doña Esperanza Piñera Barbón, contra la Adminis­
tración, representada y defendida por el señor Abogado del Es­
tado, en impugnación del Decreto 131/1978, de 9 de enero, que 
modificó el régimen de complementos del personal al servicio de 
la Administración de Justicia, ha dictado sentencia la menciona­
da Sala, con fecha 24 de enero de 1980, cuya parte dispositiva es 
como sigue:

«Fallamos: Que declaramos la inadmisibilidad del recurso 
contencioso-administrativo interpuesto por doña Esperanza Pi­
nera Barbón, Auxiliar dé la Administración de Justicia, en re­
lación con el Decreto ciento treinta y uno/mil novecientos se­
tenta y seis, con la pretensión procesal de que se modifique, así 
como le Orden de cinco de febrero y Real Decreto de treinta 
y uno de diciembre del mismo año mil novecientos setenta y 
seis, sin entrar, en consecuencia, en el examen del fondo del 
recurso, ni hacer expresa imposición de las costas procesales 
a ninguna de las partes litigantes.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el ”Bo- 
letín. Oficial del Estado" e insertará en la "Colección Legisla­
tiva . lo pronunciamos, mandamos y firmamos: Luis Vacas, Al­
fonso Algara. Víctor Serván, Angel Falcón, Miguel de Páramo 
(rubricados). __

Publicación.—Leída y publicada fue la anterior sentencia por 
el excelentísimo, señor Magistrado Ponente don Angel Falcón

García, estando celebrando Audiencia Pública la Sala Quinta 
del Tribunal Supremo el mismo día de su fecha. Ante mí, José 
Benéitez (rubricado)-.»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo esta­
blecido en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso- 
Administrativa, de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que 
se cumpla en sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a V. I. para su conocimiento y demás efectos. 
Dios guarde a V. I.
Madrid, 28 de febrero de 1980.—P. D., el Director general de 

Presupuestos, Angel Marrón Gómez.

limo. Sr. Director general de Presupuestos.

8024 ORDEN de 28 de febrero de 1980 por la que se 
dispone el cumplimiento de la sentencia dictada 
por la Sala Quinta del Tribunal Supremo en el re­
curso contencioso-administrativo número 507.872.

limo Sr.: En el recurso contencioso-administrativo número 
507.872, seguido por la Sala Quinta del'Tribunal Supremo, pro­
movido por don Juan Arranz Benito,- contra la Administración, 
representada y defendida por el señor Abogado del Estado, so­
bre revocación del Decreto 131/1976, de 9 de enero, por el que se 
introdujeron determinadas modificaciones en el régimen de com­
plementos del personal al servicio de la Administración de Justi­
cia, ha dictado sentencia la mencionada Sala con fecha 21 de 
enero de 1980, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Declarando la inadmisibilidad del recurso de don 
Juan Arranz Benito contra el Decreto ciento treinta y uno/mil 
novecientos setenta y seis, de nueve de enero, sin hacer imposi­
ción de costas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado" e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos: Luis Vacas Medina, Eduardo de No, Antonio Agún­
dez, Adolfo Carretero, Pablo García Manzano (rubricados).

Publicación,—Leída y publicada fue la anterior sentencia por 
el excelentísimo señor don Adolfo Carretero Pérez, en el día de 
su fecha, estando celebrando Audiencia Pública la Sala Quinta 
del Tribunal Supremo, de lo que certifico: María del Pilar Here­
dero (rubricado).»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo estable­
cido en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi­
nistrativa, de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que se cum­
pla en sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a V. I. para su conocimiento y demás efectos.
Dios guarde a V. I.
Madrid, 28 de febrero de 1980.—P. D., el Director general de 

Presupuestos, Angel Marrón Gómez.

limo. Sr. Director general de Presupuestos.

8025 ORDEN de 28 de febrero de 1980 por la que se 
dispone el cumplimiento de la sentencia dictada 
por la Sala Quinta del Tribunal Supremo en el re­
curso contencioso-administrativo número 508.031.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo número 
508.031, seguido por la Sala Quinta del Tribunal Supremo, pro­
movido por doña María del Carmen Rodríguez Gudé, contra la 
Administración, representada y defendida por el señor Abogado 
del Estado, sobre anulación del Decreto 131/1976, de 9 de enero, 
al introducirse ciertas modificaciones en el régimen de com­
plementos de personal al servicio de la Administración de Jus- 
tica, ha dictado sentencia la mencionada Sale, con fecha 16 de 
enero de. 1980, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que aceptando la pretensión principal aludida por 
el Abogado del Estado, debemos declarar y declaramos inad­
misible el recurso cohtra orden interpuesto por doña Carmen 
Rodríguez Gudé, Auxiliar de la Administración de Justicia, co- 
tra el Decreto número ciento treinta y uno de nueve de enero 
de mil novecientos setenta y seis; y no hacemos especial con­
dena respecto a las costas causadas.

Así por esta nuestra sentencia que será publicada en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos: Luis Vacas Medina, Antonio Agúndez, Adolfo Carre­
tero, Pablo García Manzano, Jesús Díaz de Lope-Díaz (rubri­
cados) .

Publicación.—Leída y publicada ha sido la anterior sentencia 
por el excelentísimo señor Magistrado Ponente don Antonio 
Agúndez Fernández, estando celebrando Audiencia Pública en el 
día de su fecha, la Sala Quinta del Tribunal Supremo. Certi­
fico: María Pilar Heredero (con rúbrica).»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo esta­
blecido en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-


